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CONSTANCIA SECRETARIAL DE TRASLADO DE RECURSO DE APELACIÓN

A partir de hoy VEINTIDOS (22) DE DICIEMBRE DE 2023 , quedan las diligencias
en secretaria a disposición de quien interpuso recurso dé apielación contra la
providencia del VEINTISIETE (27) de OCTUBRE ^e.DOS MlL.VEINTITRES
(2023) por el término de cuatro (4) días para que presente la sustentación
respectiva, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 inciso 1" del C.P.P. Vence
el VEINTIOCHO (28) DE DICIEMBRE DE 2023 . '

Vencido el término del traslado, Sl LJ NO [_] se presentó sustentación
del recurBo\
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Nüméro Unico 270016000000202100121-00
Ubicación 38093

Condenado VALENCIA SERNAYAIR ANTONIO

C.C # 4805885

CONSTANCIA SECRETARIAL DE TRASLADO DE RECURSO DE APELACION

A partir de hoy 29 de Diciembre de 2023, se corre traslado por el término común
de cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art.
194 inciso r del C.P.P. Vence el 4 de Enero de 2024

Vencido el término del traslado, SI NO se presentó escrito.
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ERIKA LA REY/CASTELLANOS
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REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
JUZGADO QUINTO DE EJECUCIÓN DE PENAS YMEDIDAS DE SEGURIDAD DE

BOGOTÁ D.C.
Ofítsxjo 5ii/*er/w
de ta Judicalara

INTERLOCUTORIO No. 1409

Bogotá, octubre veintisiete (27) de dos mil veintitrés (2023)

ASUNTO A RESOLVER

Procede el Despacho a resolver el subrogado penal de la libertad condicional, de
conformidad con la documentación enviada por el establecimiento carcelario
favor del sentenciado YAIR ANTONIO VALENCIA SERNA.

ANTECEDENTES

PROCESALES

1.- El JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE QUIBDÓ - CHOCÓ,
mediante sentencia proferida el 07 de diciembre de 2021, condenó a YAIR ANTONIO
VALENCIA SERNA a la pena principal de 48 MESES DEPRISIÓN YMULTA DE1350 S.M.L.M.V.
(para el año 2020), en calidad dé autor penalmente responsable del delito de CONCIERTO
PARA DELINQUIR AGRAVADO, además le impuso la pena accesoria de inhabilitación para el
ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena corporal. Se le negó al
condenado la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

2." Por los hechos que dieron origen a la condena, el interno ha estado privado de la libertad
desde el 21 de julio de 2021 hasta la fecha.

3." Al sentenciado se le ha reconocido la siguiente redención de pena:

• Mediante auto No 875 del 12 de juho de 2023, se reconocieron 2 meses y 18.5 días.
• Mediante auto No 1099 del 23 de agosto de 2023, se reconocieron 3 meses y 21 días.
• Mediante auto No 1181 del 11 de septiembre de 2023, se reconocieron 29.5 días.

4.- Las tres quintas [3/5] partes de la pena impuesta de 48 MESES DE PRISIÓN, corresponde
a 28 MESES Y 24 DÍAS DE PRISIÓN.

5.- Así las cosas, el sentenciado a la fecha ha purgado físicamente 27 MESES Y 18 DÍAS, más la
redención reconocida por 7 MESES Y 9 DÍAS, para un total descontado hasta la fecha de 34
MESES Y 27 DÍAS.

CONSIDERCIONES DEL DESPACHO

• DE LA PROCEDENCIA O NO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL

El artículo 64 de la Ley 599 de 2000, con la modificación introducida por la Ley 1709
de 2014, establece que el luez podrá conceder la libertad condicional. PREVIA
VALORACION DE LA CONDUCTA.

Respecto de este tópico normativo sustancial, después de un cuidadoso análisis
y contextualizado todo lo actuado en el expediente, encuentra el Juzgado
obstáculo de tal magnitud que impide desestimar la pretensión liberatoria que
se estudia. En relación con este aspecto, de indispensable análisis para decidir
sobre la procedencia de otorgar o no la libertad condicional al penado, ha sido
precisa la jurisprudencia de constitucionalidad proferida por el H. Corte
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Constitucional, así como la Sala Penal del H. Corte Suprema de Justicia, por vía
de casación. Enefecto, en sentencia C-757 del 15 de octubre de 2014, la Corte
Constitucional, al estudiar la asequibilidad del artículo 30 de la Ley 1709 de
2014 (que se encarga de consagrar el subrogado de la libertad condicional],
expuso, entre otras consideraciones las siguientes:

"En primer lugar es necesario concluir que una norma que exige que losJueces de
ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas condenadas para
decidir acerca de su libertad condicional es exequible a la luz de los principios de la
non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de poderes (CP. art.
113]. Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los tratados de
derechos humanos en el orden interno [C.P. art 93), pues no desconoce el deber del
Estado de atender de manera primordial las funciones de resocialización y
prevención especial positiva de la pena privativas de la libertad [Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos art. 10.3 y Convención Americana de Derechos
Humanos art. 5.6). Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como
elemento del debido proceso en materia penal, cuando el legislador establece que
los jueces de ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir
sobre ¡a libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una
norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible
délas personas condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca
de su libertad condicional es exequible, siempre y cuando la valoración tenga en
cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez
penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al
otorgamiento de la libertad condicional. Finalmente, la Corte concluye que los
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad deben aplicar la
constitucionalidad condicionada de la expresión "previa valoración de la conducta
punible" contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos
en que tal condicionamiento les sea más favorable a los condenados".

En la misma sentencia, y sobre la presunta vulneración de la non bis in ídem
por parte de los lueces de Ejecución de Penas, la Corporación señaló:

" Por lo anterior, la Corte debe reiterar que una norma que exige que losjueces de
ejecución de penas valoren la conducta punible como requisito para otorgar la
libertad condicional no vulnera el principio de non bis in ídem consagrado en el
artículo 29 de la Constitución. En esa medida, los argumentos esgrimidos en la
Sentencia C-194 de 2005 citada resultan perfectamente válidos y son aplicables
en su integridad a la expresión demandada en esta oportunidad. Por lo tanto,
desde este punto de vista el cargo esgrimido no está llamado a prosperar.

En ese mismo orden de ideas, es necesario reiterar que dicha valoración no
vulnera el principio del juez natural establecido en el artículo 29 de la
Constitución, en concordancia con el principio de separación de poderes
establecido en el inciso segundo del artículo 113".

En el punto concreto de la valoración de la conducta por el luez de Ejecución de
Penas y el cumplimiento de las funciones de resocialización y prevención
especialde la pena, la Corte Constitucional enfatizó:

A. "Las funciones de Resocialización y Prevención Especial de la Pena
y la Valoración de la Conducta Punible por parte del Juez de
Ejecución de Penas

Desde sus inicios la Corte Constitucional ha reconocido la importancia
constitucional que tienen la resocialización de las personas condenadas y la
finalidad preventiva especial de la pena. Al fundamentar la exequibilidad de un
tratado internacional para la repatriación de personas privadas de la libertad,
la Corte sostuvo:

"Finalmente, se considera como propio del Estado social de derecho que la
ejecución de la sanción penal esté orientada por finalidades de prevención
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especial positiva, esto es, en esta fase se debe buscar ante todo la
resocíalízación del condenado, obviamente dentro del respeto de su
autonomíay dignidad puesto que, como se verá más adelante, es necesario
armonizar estos valores." Sentencia C-261 de 1996 [M.P. Alejandro
Martínez Caballero)

Más adelante la misma sentencia profundiza sobre las inevitables tensiones
que existen entre los fines de prevención general y prevención especial,
reconoce el fundamento constitucional de la función resocializadora de la pena
y su relación con los principios fundamentales de la Carta, y acude al Pacto
de Derechos Civiles y Políticos, también citado por el demandante en este caso.
La misma sentencia continúa diciendo:

"Sin embargo, a pesar de esas inevitables tensiones y discusiones, ¡o cierto es
que durante la ejecución de las penas debe predominar la búsqueda de
resocialización del delincuente, ya que esto es una consecuencia natural de la
definición de Colombia como un Estado social de derecho fundado en la
dignidad humana (CP art 1-), puesto que el objeto del derecho penal en un
Estado de este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su
reinserción en el mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos
internacionales de derechos humanos establezcan esa función resocializadora
del tratamiento penitenciario. Así, de manera expresa, el artículo 10 numeral 3-
del Pacto de Derechos Civilesy Políticos de las Naciones Unidas, aprobado por
Colombia por la Ley 74 de 1968, consagra que 'el régimen penitenciario
consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la
readaptación social délos penados (subrayas no originales)'." Sentencia
C-261 de 1996 [M.P. Alejandro Martínez Caballero]

Posteriormente, en la sentencia aprobatoria del Segundo Protocolo Facultativo
para Abolir la Pena de Muerte, adicional al Pacto de Derechos Civiles y Políticos,
laCorte no sólo fundamenta nuevamente el fin resocializador de la pena en la
cláusula del Estado Social de Derecho, sino que reconoce el valor especial que
tienen los fines de resocialización y prevención especial, y el carácter secundario
que tiene el fin retributivo de la pena. En tal oportunidad dijo:

"Finalmente se ha recurrido a consideraciones de prevención especial negativa para
defender la pena capital, con el argumento de que existen delincuentes irrecuperables
que deben ser eliminados de la sociedad para evitarfuturosmales a otros ciudadanos.
Sin embargo, ese razonamiento es lógicamente discutible, pues no sólo presupone que
es posible determinar al momento de imponer la sanción quienes van a reincidiry
quienes no, lo cual se han revelado falso, sino que además desconoce que existen
medidas alternativas de rehabilitación. Además, y más grave aún, se olvida que el
delincuente también tiene derecho a la vida, parlo cual, en un Estado social de derecho
fundado en ¡a dignidad humana (CP art 1°], la ejecución de las penas debe tener una
función de prevención especial positiva, esto es, en esta fase se debe buscar ante todo
la resocialización del condenado, obviamente dentro del

respeto de su autonomía y dignidad. El objeto del derecho penal en un Estadode
este tipo no es excluir al delincuente del pacto social sino buscar su reinserción en el
mismo. Por ello, es lógico que los instrumentos internacionalesde derechos humanos
establezcan esa función resocializadora del tratamiento penitenciario. Así, de manera
expresa, el artículo 10 numeral 3- del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las
Naciones Unidas, aprobado por Colombia porla Ley 74 de 1968, consagra que 'el
régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la
reforma y la readaptación social de\os penados' (subravas no oriainalesl En ese orden
de ideas sólo son compatibles con los derechos humanos penas que tiendan a la
resocialización del condenado, esto es a su incorporación a la sociedad como un sujeto que
la engrandece, con lo cual además se contribuye a la prevención general y la seguridad
de la coexistencia, todo lo cual excluye la posibilidad de imponer la pena capital."
Sentencia C-144 de 1997 (M.P. Alejandro Martínez Caballero)

Para el demandante se desconoce el deber que tiene el Estado de garantizar la
preeminencia de la finalidad resocializadora de la pena al permitir que los
jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible cometida por el
condenado para efectos de determinar si es necesaria la ejecución de la pena.
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Sin embargo, la Corte también ha dicho que el reconocimiento del arraigo
constitucional de la finalidad resocializadora de la pena no es contrario a la
valoración de la conducta punible por parte del juez de ejecución de penas.

En la Sentencia C-194 de 2005 antes citada, la Corte citó extensamente su
propia jurisprudencia, así como la de la Corte Suprema de Justicia que
reconocen no sólo la importancia de tener en cuenta la gravedad de la conducta
punible, sino la personalidad y los antecedentes de todo orden para efectos de
evaluar el proceso de readaptación social del condenado. Una de las sentencias
citadas por la Corte en aquella ocasión reconoce explícitamente la importancia
que reviste la valoración de la gravedad de la conducta punible, y sus demás
dimensiones, circunstancias y elementos, así como la valoración de la
personalidad del sindicado y sus antecedentes, para evaluar su proceso de
resocialización. Dice la Sentencia T-528 de 2000, citada en la C-194 de 2005:

"En concepto de esta Sala, el análisis de la personalidad de quien solicita
una libertad condicional implica tener muy en cuenta y, de consiguiente,
valorar la naturaleza del delito cometido y su gravedad, ya que estos
factores, ciertamente, revelan aspectos esenciales de la
'personalidad' del reo y por ende, hacen parte de los 'antecedentes
de todo orden', que el Juez de Penas y medidas de Seguridad debe
valorar positivamente, al efectuar su Juicio acerca de si existen
razones fundadas que permitan concluir que se ha verificado su
'readaptación social'."

"Ciertamente, este ha sido el alcance dado en Jurisprudencia decantada y
uniforme tanto de la Sala Plena de la Corte Constitucional, como de la Sala
Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, al factor subjetivo que prevé el
artículo 72 del Código Penal, conforme a la cual es indispensable la
consideración tanto de la modalidad del delito cometido como de su

gravedad, en el Juicio de valor, que debe ser favorable sobre la
readaptación social del sentenciado, para que pueda concedérsele la
libertad condicional.

C...J

"Por lo demás tampoco considera la Sala de Revisión que los Juzgados 1-
y 2-de Penas y Medidas de Seguridad hayan incurrido en violación de la
garantía del debido proceso, pues, advierte que el estudio sobre la
personalidad de los peticionarios y de sus antecedentes de todo
orden, aspecto que,como ya quedó expuesto, constitucionalmente sí
conlleva el de la modalidad del delito, su gravedad y forma de
comisión, se hizo de acuerdo con los medios de comprobación
obrantes en el proceso, valorados en su oportunidad en los fallos de
instancia." Sentencia T-528 de 2000 (M.P. Fabio Morón Díaz) [resaltado
fuera de texto original]

Por su parte, la Corte cita una sentencia de la Corte Suprema de Justicia en la
que se hace una alusión explícita de la necesidad de tener en cuenta la gravedad
del delito para establecer el pronóstico de readaptación del condenado a la
sociedad. Dice la Corte Suprema:

"Así pues, la gravedad del delito, por su aspecto objetivo y subjetivo
[valoración legal, modalidades y móviles), es un ingrediente importante
en el Juicio de valor que constituye el pronóstico de readaptación
social, pues el fin de la ejecución de la pena apunta tanto a una readecuación
del comportamiento del individuo para su vida futura en sociedad, como
también a proteger a la comunidad de nuevas conductas delictivas
(prevención especial y general)." Corte Suprema de Justicia, Sentencia del
27 de enero de 1999 [M.P. Jorge Aníbal Gómez Gallego]

En virtud de lo anterior, la Corte tampoco encuentra que la valoración de la
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conducta punible como requisito para otorgar la libertad condicional por parte
de los jueces de ejecución de penas desconozca el deber del Estado de atender a
las funciones de resocialización y prevención especial de la pena contenidas en
el numeral 3- del artículo 10^ del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, y el numeral 6^ del artículo 5- de la Convención Americana de Derechos
Humanos. Por lo tanto, tampoco desde este punto de vista está llamado a
prosperar el cargo de inconstitucionalidad".

Al final de sus argumentaciones, la Corte de la Constitución anotó las siguientes:

A. "Conclusiones

En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los
jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas
condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es exequible
ala luz de los principios de la non bis in ídem, del juez natural (C.P. art.
29)y de separación de poderes (C.P. art. 113}.

Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los
tratados de derechos humanos en el orden interno [C.P. art. 93), pues no
desconoce el deber del Estado de atender de manera primordial las
funciones de resocialización y prevención especial positiva de la pena
privativas de la libertad [Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos art. 10.3 y Convención Americana de Derechos Humanos art.
5.6).

Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido
proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jüeces de
ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la
libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma
que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de
las personas condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca
de su libertad condicional es exequible, siemprey cuando la valoración tenga en
cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez
penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al
otorgamiento de la libertad condicional.

Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y
medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada
de la expresión "previa valoración de la conducta punible" contenida en
el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal
condicionamiento les sea más favorable a los condenados".

Por todo lo anterior, la Corte dispuso finalmente:

"Declarar EXEQUIBLE la expresión "previa valoración de la conducta
punible" contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en el
entendido de que las valoraciones de la conducta punible hechas por los
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir sobre
la libertad condicional de los condenados tengan en cuenta las
circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en
la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al

otorgamiento de la libertad condicional". -Hasta aquí la H. Corte
Constitucional-.

En esta misma línea de argumentación en torno a la valoración de la conducta punible
por el Juez de Ejecución de Penas al momento de resolver sobre la libertad condicional.
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La Sala Penal de la H. Corte Suprema de íusticia. en sentencia de casación No.
44195 del 3 de septiembre de 2014 con ponencia de la H. M. PATRICIA SALA7AR
CUELLAR. señaló:

"La razón, entonces, está del lado del recurrente pues ninguna alusión hizo la
primera instancia a la conducta punible. En la determinación de conceder o no el
subrogado penal aquí aludido el artículo 5^ de la Ley 890 -se recuerda— le
ordenó al funcionario Judicial tener en cuenta la «gravedad de la conducta». El
vigente artículo 64 del Código Penal (modificado por la Ley 1709 de 2014 y
aplicable por favorabilidad al presente caso] estableció la procedencia del
mecanismo "previa valoración de la conducta punible". Indiscutible, por tanto,
que la a quo se equivocó al soslayar las consideraciones del caso asociadas a la
estimación del comportamiento imputado al ex Representante a la Cámara
ETANISLAO ORTIZ LARA.

El examen de ese aspecto es previo al estudio de las demás exigencias y no
supone una disertación adicional a la realizada por el juzgador en el fallo, como
lo entendió la Corte Constitucional en la Sentencia C- 194 de 2005 al analizar la

constitucionalidad del mismo.

Ahora bien, en el caso de la norma sometida a juicio -expresó el Tribunal
Constitucional en dicha providencia—, el demandante considera que la
valoraciónque hace el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para
determinar la posible concesión de la libertad condicional es un nuevo juicio de
la responsabilidad penal del sindicado, por lo que la misma quebranta el
principio constitucional en cita. No obstante, establecidos los alcances de dicho
principio, resulta evidente que tal valoración carece de la triple coincidencia
que es requisito para su configuración.

En efecto, de acuerdo con la norma legal que se discute, pese a que el Juez de
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad somete a valoración al mismo sujeto
de la condena, aquella no se adelanta ni con fundamento exclusivo en el
comportamiento que fue objeto de censura por parte del juez de la causa, ni
desde la misma óptica en que se produjo la condena del juicio penal.

En primer lugar, debe advertirse que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas
de Seguridad no puede apartarse del contenido de la sentencia condenatoria al
momento de evaluar la procedencia del subrogado penal. Esta sujeción al
contenido y juicio de la sentencia de condena garantiza que los parámetros
dentro de los cuales se adopta la providencia del Juez de Ejecución de Penas y
Medidas de seguridad sean restringidos, es decir, no pueda versar sobre la
responsabilidad penal del condenado.

En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad
condicional podrá concederse previa valoración de la gravedad de la conducta, no
significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad quede
autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica es
que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento
punible, calificado y valorado previamente en la sentencia condenatoria por el
juez de conocimiento, como criterio para conceder el subrogado penal.

La valoración de la gravedad de la conducta como aspecto a estudiar en la
libertad condicional, fue introducida por el legislador en desarrollo de su
libertad de configuración, lo cual no implica un nuevo análisis de la
responsabilidad penal y tampoco el quebrantamiento del principio
constitucional non bis in ídem porque no concurren los presupuestos de
identidad de sujeto, conducta reprochada y normativa aplicable.
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Así lo indicó también la Corte Suprema de Justicia [AP, 27 enero 1999, radicado
14536]:

«Ahora bien, la mayor o menorgravedad del hecho punible es un componente que
con distinta proyección incide en la medición Judicial de la pena (C.P. art. 61), la
suspensión de la condena (art. 68 ídem) o la libertad condicional (art 72, ib.),
instituciones que corresponden a pasos graduales en el desarrollo del proceso
penal y por ende ningún sacrificio representan para el principio del non bis in
ídem, pues, verbigracia, cuando tal ingrediente se considera para negar la
libertad por su mayor desacatamiento frente a otros, no se propugna por la
revisión de la sanción o la imposición de otra másgrave, sino que, por el contrario,
se declara la necesidad del cumplimiento cabal de la que se había dispuesto en ¡a
sentencia porque elprocesado no tiene derecho al subrogado»

Sobre esta evaluación que corresponde al Juez que vigila la ejecución de la
sentencia, encuentra la Corte que en el presente caso el diagnóstico es de
necesidad de cumplimiento de la pena por parte del condenado. Si se le
concediera la libertad, serían negativos los efectos del mensaje que recibiría la
comunidad pues entendería que si personas socialmente calificadas delinquen
y en la práctica no se materializa la sanción que les corresponde, también ellos
podrían vulnerar la ley penal con la esperanza de que la represión será
insignificante". -Hasta aquí la H. Corte Suprema de Justicia-.

Como se ha visto, tanto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional como enla de
casación de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el elemento de valoración
de la conducta al momento de decidir sobre el otorgamiento de la libertad condicional,
es presupuesto insoslayable para el Juez de Ejecución de Penas, además de no violar el
principio de non bis in ídem ni significar una nueva valoración de la misma conducta
por el Juez Ejecutor de la Pena. Como bien lo señaló la Corte Constitucional, el Juez de
Ejecución debe tener en cuenta las consideraciones hechas en torno de la valoración de
la conducta por el Juez Fallador, siendo este el aspecto que en el caso del señor YAIR
ANTONIO VALENCIA SERNA no arroja un pronóstico favorable, por lo que
entonces no resulta compatible con el pensamiento de la Corte Constitucional ni
con el de la Sala Penal de la Corte Suprema de lusticia una eventual concesión
de la libertad condicional del aquí penado, pues resultaría transgredido no soloel
valor normativo de la jurisprudencia de las Cortes, sino además lesivo de los
fines constitucionales asignados a la pena de prisión.

En efecto, hechas las consideraciones anteriores, el pronóstico frente a la libertad
condicional es de necesidad de continuar con el cumplimiento de la pena de forma
intramural. atendidas las consideraciones hechas por lUZGADO PRIMERO PENAL
DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE OUIBDÓ - CHOCÓ DEL 07 de diciembre de 2021.
EN LA QUE SE LE IMPUSO PENA DE 4R MESES DE PRISIÓN. POR SU
RESPONSABILIDAD EN EL DELITO DE CONCIERTO PARA DEI.INOIIIR AGRAVADO.

En el texto de la sentencia aludida, el luzgado Fallador sostuvo en frente a la
situación fáctica lo siguiente:

"La situación fáctica que dio origen a este proceso fue reseñada por el representante
de la Fiscalía de la siguiente manera: La investigación surge a partir de la información
recolectada, por fuente humana, por el delito de Concierto para Delinquir, contra
grupo organizado autodenominado como "CLAN DEL GOLFO" Subestructura
Carretera, Bloque Central Pacifico, Estructura Jaime de Jesús Durango Restrepo. La
fuente humana tuvo acceso a la red que Integra esta organización criminal,
suministrando información sobre varios integrantes, su componente orgánico, rol,
mineros telefónicos utilizados para coordinar actividades delictivas, así como algunos
hechos delictivos cometidos. Entre sus cabecillas se menciona a ALIAS DIEGO,
RASTILLERO, ZARCO, COLI, FELIPE, y otros integrantes rasos, aproximadamente 50
personas.

C-)
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Se inspeccionaron carpetas, entre otras, ¡as de ¡os radicados 27 001 60 01100 2020
00499, por e¡ deüto de Homicidio, que cursa en ¡a Fiscaiía Tercera Seccional de Vida
de Quibdó; 27 001 60 01100 2020 00243, Tráfico de Estupefacientes, que cursa en ¡a
Fiscaiía Quinta Seccional de Quibdó y 27 001 60 01100 2020 00567, por el delito de
Homicidio que cursa en la Fiscalía Segunda de Vida de Quibdó, relacionadas con las
actividades delictivas de la banda denominada "CLAN DEL GOLFO".

A través de desarrollo del proceso investigativo, las actividades propias de Policía
Judicialy la verificación de la información legalmente obtenida, se estableció que los
hechos relacionados en dichos Números Únicos de Noticia Criminal, tienen vinculación
directa con el accionar delictivo de esta estructura criminaly permitió la identificación
e individualización de muchos de sus miembros, entre ellos YAIR ANTONIO SERNA
VALENCIA.

A raíz de los hechos investigados y analizados se acudió ante los Jueces de control de
garantías con miras a que se expidieran la respectiva orden de captura en contra del
integrante de la BACRIM autodenominado "CLAN DEL GOLFO", el investigado YAIR
ANTONIO SERNA VALENCIA, orden que fule expedida el 2 de Junio del 2020, por el
Juzgado Segundo Penal Municipal ambulante de Quibdó, de quien se tiene evidencias
e información legalmente obtenida, especialmente a través de interceptaciones
telefónicas, que se unió a losfines de esta organización criminal cumpliendo con el rol,
enunciado en precedencia. El día 20 deJulio de 2020, se materializo la correspondiente
orden de captura en contra del ciudadano YAIR ANTONIO SERNA VALENCIA, por el
delito de Concierto para Delinquir Agravado. JUZGADO 01 PENAL DE CIRCUITO
ESPECIALIZADO DE QUIBDÓ SENTENCIA CON PREACUERDO N° 114 SENTENCIADO:
YAIR ANTONIO SERNA VALENCIA. 11

..." ÍHasta aquí lo señalado por el luzgado Falladorl.

En este orden ideas, es evidente que, sin entrar en nuevas valoraciones de la conducta,
resulta improcedente conceder el subrogado penal al señor YAIR ANTONIO VALENCIA
SERNA, ya que en sentir de este Juez el mensaje de impunidad que se enviaría a la
sociedad en general sería de carácter negativo en relación con fenómenos
delincuenciales tales como el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO.

En otras palabras, si lo que la norma indica es que el Juez de Ejecución de Penas
deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento punible, calificado y
valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de conocimiento,
como criterio para conceder el subrogado penal, reitera este Juzgado que la
valoración del comportamiento por el cual fue condenado YAIR ANTONIO
VALENCIA SERNA, es en un sentido negativo para el otorgamiento del
subrogado; evento enel cual la tensión que se genera entre la prevención especial
negativa y la prevención especial positiva, se resuelve considerado que es
indispensable privilegiar la primera de ellas, pues la naturaleza de la conducta por
la cual se produjo la condena permite por ahora estimar que no ha operado de
manera plena la resocialización del condenado.

Se avizora entonces la necesidad de que el condenado agote integralmente la
pena que le fue impuesta en cautiverio formal estatal, a fin de que enderece su
comportamiento y adecúe sus patrones de conducta a los mandatos jurídicos y a
las normas de convivencia generalmente aceptadas en elconglomerado social.

Así entonces, pese a que se expidió una Resolución Favorable por las directivas
del penal donde actualmente se encuentra privado de la libertad, y aunque no
se niega que el sentenciado ha obtenido una calificación en su conducta de
ejemplar y buena, y ha desarrollado labores en algunos periodos al interior del
penal que bien le han servido para redimir pena, lo cierto es que no es la única
circunstancia que estudia el despacho para otorgar el subrogado sohcitado,
puessi fuera de su interés, al menos exteriorizar actos arrepentimiento por su
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proceder delictivo.

Por tanto, salvo criterio en contrario, este juzgador no considera que con haber
purgado un poco más de las 3/5 partes de la pena se haya cumplido con ese
criterio de resocialización y posible reintegro a la sociedad pues evidentemente se
trata de una persona que decidió acoger el camino de la ilegalidad, se insiste,
aunque ha reahzado actividades de trabajo como método de reivindicación
consigo mismo, no ha hecho lo propio con la sociedad, pues se reitera hasta
la fecha no obra dentro de la actuación ningún acto de contrición o
arrepentimiento que devele que en el procesado ha obrado la finalidad
resocializadora e integradora de la sanción punitiva v que realmente, una

vez se reintegre a la sociedad no volverá a reincidir en actos que quebranten
la salud publica entre otros que con su actuar se ven Usadamente afectados.

Se insiste, el trabajo que ha realizado al interior del penal, bien le han servido
para redimir pena, pero ello no lleva per sé a entender que con ese proceso de
mejoramiento y capacitación propia ya operaron las funciones de la pena en
especial la prevención general, retribución justa y reinserción social que enuncia
el Art. 4 del Código Sustantivo Penal.

De suerte que, valorada la gravedad del delito en conjunto con la falta de actos
de contrición y/o arrepentimiento como fines de prevención general, especial
y resocialización, advierte el despacho subsiste la necesidad que el sentenciado
continúe con la ejecución de la pena.

En ese entendido, se negará al sentenciado YAIR ANTONIO VALENCIA SERNA el
subrogado penal de la Libertad Condicional.

OTRAS DETERMINACIONES.

Se dispone incorporar a las presentes diligencias el certificado de cómputos N° 18953675, donde se
registran las actividades realizadas por el condenado, para los meses de abril, mayo y junio de 2023,
lo anterior en atención que mediante providencia de fecha 11 de septiembre de 2023, este Despacho
Judicial, reconoció redención de pena a favor del penado, por aludió certificado de cómputos.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C.

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR al sentenciado YAIR ANTONIO VALENCIA SERNA,EL
SUBROGADO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL por lo expuesto en la partemotiva de la
presente decisión.

SEGUNDO: REMITIR copia de la presente determinación a la oficina jurídica del
Complejo Carcelario y Penitenciario de Bogotá COBOG LA PICOTA a fin de que obre
en la hoja de vida del sentenciado

TERCERO: Contra la presente providencia proceden los recursos ordinarios de
ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE ' Centro de Servicies Administrativos Juzgado de
^ecución de Penas yMediadas de Seguridad de Bogotá
En la Fecha Motifique por Estado No.

interior Providencia

• E.Ur,= 18"
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Bogotá DC; 1 noviembre 2023

Juzgado 1 Penal del Circuito Especializado de Quibdó

Juzgado 5 Ejecución de Penas yMedidas deSeguridad de Bogotá

Radicado: 27001 60 00 OÓO 2021 0Ó121

APELACIÓN DE FALLO QUE NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL

Reciban un cordial saludo, de manera respetuosa apelo el fallo del 27
2023, que me negó la libertad condicional, por parte del Juzgado 5 Ejecución de
Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, por las siguientes razones:

1) El Juzgado de ejecución de penas me negó la libertad condicional
básicamente porque considero:

Sobre esta evaluación que cóirespótide al Juez que vigila la ejecución de la
sentencia, encuentra la Corte que en el presente caso el diagnóstico es de
necesidad de cumplimiento de la pena por parte del condenado. Si se le
concediera la libertada serían negativos ios efectos del mensaje que recibiría la
comunidad pues entendería que si personas sodaimente calificadas delinquen
y en la práctica no se materializa la sanción que les corresponde, también ellos
podrían vulnerar la ley penal con la esperanza de que la represión será
insigniflicante". -Hasta aquí la Corte Suprema de Justicia*.

Como se ha visto, tanta én la fürisprudencfa de la Corte Constitucional como enla de
casación de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, el glemcnto de valoraclén

la mnttneta al mómetito de decidir sobre el otorganifenCo de la libertad condicional,
es presupuesto Insoslayable para el Juezde Ejecución de Penas, además de no violarel
principio de non bis In ídem ni slgnlfirar una nueva valoración de la misma conducta
por el Juez Ejecutorde la Pena.Como bien lo señaló la CorteConstitucional, el Juez de
Ejecucióndebe tener en cuenta las consideraciones iiechas en torno de la valoración de
la conducta por el Juez Fallador. siendo vste el agpectq que en el caso del seflarYAIR
AKTONÍO varKisiriA SFHMA no arrola un pronóstico favorable, por lo nue
entonces no resulta comnatible con ei pensamiento de la Corte Constitucional ni
con el dé la Sala Penal de la Corte Sunrewa de lusticia una eventual conceslán
déla libertad condicional del aguí nenado. núes resultaría transgredido no aologl
valor normativo de la lurisnrudencla de las Cortes, sino además lesivo de los

Bnes constitucionales astenádos a la nena de prisión.

(...)
En otras palabras, si lo que la núrnia indica es que el Juez de Ejecución de Penas
deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento punible, calificado y
valorado previamente en la sentenda condenatoria por el Juez de conocimiento,
como criterio para con^der el subrogado penal, reitera este Juzgado que la
valoración del comportamiento por el oial fue condenado YAIR ANTONIO
VALENCIA SERNA, es en un sentido negativo para el otorgamiento del
subrogado; evento enel ciial la tensión que se genera entre la prevención especial
negativa y la prevención especial positiva, se resuelve considerado que esfindispensable privilegiar la primera de ellas, pues la naturaleza de la conducta pori ,
la cual se produjola condena perníltepor ahora estimar que no ha operado de| ,
manera plena la resoclallzación del condenado.

Se avizora entonces la necesidad de que el condonado agote integralmente la
pena que le ñte Impuesta én cautiverio formal estatal, a fin de que enderece su
mmportamlentoyadecue sus patrones de conducta a los mandatos Jurídicos y a
las normas de convivencia generalmente aceptadas en elconglomerado sodal.

Así entonces, pese a que se expidió una Resolución Favorable por las directivas
del penal donde actualmente se encuentra privado de la libertad, y aunque no
se niega que el sentenciado ha obtenido una caliíicación en su conducta de
ejemplar y buena, y ha désarrblladü labores en algunos periodos al Interior del/penal que bien le han servido para redimir pena, lo cierto es que no es la ^ica |
circunstancia que estudia él despacho para otorgar el subrogado solicitado, j
püessi Alera desú Interés, al menos exteriorizar actós^rrepentlmi^o por su



proceder delictivo. .
t

Por tanto, salvo criterio en contrario, este jugador no considera quecon haber
purgado un poco más de las 3/5 partes dé )á pena se haya cumplido con ese
criterio de resoclalización y posible reintegro a la sociedad pues evidentemente se
trata de una persona que decidió acoger el camino de la ilegalidad, se insiste,
aunque ha realizado actividades de trabajo como método de relvmdi<aci6n
consigomismo, no ha hecho Iflpropio COI» la pubí? se
la fecha no ohra dentro de la flrfiiaét^n ningtín arto dft ronmrtnn ola iBtna no wara uenwr^f, hs la iivtu«n.nfii — . ««aiidad

' arrepentimlentoqwe devele que en el progesado h^I resoclallzadnra einteyradora de lá <;anriÓn PHnltlVa Y ^
vez se reintegre a la miedadno volverá a
la salud nuMica entre otros oi..»mn «i actuar VPnlipadnmffntft ñfettWHM»f

Se insiste, el trabajo que ha realizado al interior del penal, bien J"®" jg
para redimir pena, pero ello no lleva per sé a entender que P g„
mejoramiento y capatítadón propia ya operaron laS flinclones de P _
especial la prevención general, retribución justa yreinserción social qu
el Art 4 del Código Sustantivo Penal.

IDe suerte que, valorada la gravedad del delito en conjunto con la falta de artos (
j decontrición y/o arrepentimiento como fines deprevención general.^especi^ /
Syresoclalización. advierte el despacho subsiste lá necesidad que el sentenciado |
í continúe con la ejecución de la pena.

En ese entendido, se negará al sentenciado YAIR ANTONIO VALENCIA SERNA el
subrogado penalde la Libertad Condicional.

En primer lugar, se debe dejar claro que los actos íj?
arrepentimiento NO SON unos de los requisitos '®9ales exigidos en el
64^ del CP (ley 599 del 2000). por lo tanto no se me puede exigir e cunnplim ento
de estas acciones, que en ningún momento rne han sidp
el principio de legalidad, por ende se hace improcedente yarbitrario este motivo
para negarme la libertad condicional.

Ley 599 del 2000; ARTÍCULO 6®. LEGALIDAD. Nadie podrá serJuzgado
sino conforme a las leyes preexistentes alacto que se le Imputa, ante el

ÂRTÍCULO 64 UBERTAD CONDICIONAL <Artfculo modificado por el artículo 30 de la Ley Í709 de 2014. El
nuevo texto es el siguiente» <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequiblo El juez, previa valoración
de la conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la
libertadcuando haya cumplido con los siguientesrequisitos:

1. Que ¡a persona haya cumplido las tres quintas (B/S){¡artes-deJa pena.

2. Que suadecuado desempeño ycomportamiento durante él tratamiento penitenciario enelcentro
de reclusión permita suponerfundadamente que no existe necesidad de continuar laejecución de la
pena.

3. Quedemuestrearraigofiimiliar ysoclaL

Corresponde alJuez competente para conceder lalibertad mndiclonql establecer, con todos los elementos de
prueba allegados a laactuación, laexistencia o inexistencia delarraigo.

En todo caso su concesión estarásupeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento delpagode la
indemnización mediante garantía personal, real, bantarla ó acuerdo dé pago, salvo que se demuestre
insolvencia del condenado.

El tíempo quefalte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de prueba. Cuando este seo
Infriara tresaños, eljuezpodrá aumentaría hastaenotro tantoIgual, de considerarlo necesario.



jüez o tnbunal competente ycon la observancia de laplenitud de las fonnas
pmpias de cadajuicio. La preexistencia de lanonna también se aplica para
elreenvío enmetería detipos penaleis énblanco.

La léy permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin
excepción, de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Ello también rige
para los condenados.

Laanalogíasólose aplicará en materiaspermisivas

Ley 906 del 2004; ARTÍCULO 6°. LEGALIDAD. Nadie podrá ser
investigado ni Juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al
momento de los hechos, con observancia de las formas propias de
cadaJuicio.

La leyprocesal de efectos sustanciales permisiva o favorable, aun cuando
sea posterior a la actuación, se aplicaré de preferencia a la restrictiva o
desfavorable.

Las disposiciones de este código sé aplicarán única y exclusivamente para
la investigación y elJuzgamiento de los delitos cometidos con posterioridad
a su vigencia.

En segundo lugar, ia valoración de ia gravedad de la conducta punible no
puede ser el único requisito a tener en cuenta para negar la libertad
condicional, pues frente a esta situación la Corte Suprema de Justicia ha
determinado en la Sentencia AP 2977 - 2022 que:

23. El defensor de MARÍA DEL PILAR HURTADO AFANADOR cuestiona, a
través del recurso de apelación, el proveído de primer grado, afírmando
que debe concedérsele la libertad condicional, en razón a que en el caso
concreto, se encuentran satisfechos los requisitos para accedera dicho
benefício; pues, ha cumplido más de las tres quintas partes de la pena de
prisión impuesta; y además, demostró su andigo social y familiar, aunado a
que su comportamiento en reclusión ha sido ejemplar, lo cual es indicativo
de un efíciente proceso de resociallzación, sin que sea viable negarle
dicho beneficio, únicamente con fundamento en la valoración hecha
respecto a la gravedad de ta conducta por ella cometida. (...)

26. En tomo a la valoración previa de la conducta punible, resulta
pertinente recordar que es el fundamento basilar del recurso de alzada,
pues fue este el requisito por el que el Juez ejecutor negó el
subrogado./...)

28. Esta Sala, en la sentencia de tutela STP158062019, Radicado 683606,
se refirió a los fines que debe perseguirla pena; de la siguiente manera:
(...) la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la
sociedad y la victima castiguen al condenado y que con ello vean sus
derechos restituidos, sino que responde a la finalidad constitucional de la
resocialización como garantía de la dignidad humana.
(...)la modalidado gravedad de la conducta punible no puede tenerse
como motivación suficiente para negar la concesión del subrogado
penal, como pareció entéríderío el A quo, ai asegurar que «no se puede
pregonar la procedencia del beríefício denominado Libertad Condicional,



pues ese pronóstico sigue siéndole desfa\^mble, 0tQnción a la
valomción de la conducta, circunstancia que no cambiará, y -)
comportamiento delictivo nació grave y no pierde sus características con
ocasión del proceso de resocialización y rehabilitación dentro aa
tratamiento penitenciario». Por el contrario, se ha de entender que tai
examen debe afrontarse de cara a la necesidad de cumplir una sanci^ y
impuesta, por lo que no se tmta de un mero y aislado examen ae
gravedad delaconducta, sino deun estudio de la personalidad actual y lo
antecedentes de todo orden del sentenciado, parade esta forma evaluar
proceso de readaptación social; (. )

30.2 Sin embargo, como ya indicó, el análisis de la modalidad de las
conductas no puede agotarse en su gravedad y tampoco f® .
el único factor para determinar la concesión o no de!
punitívo, pues ello contraria el principio de dignidad humana q
irradia todo el ordenamiento penal, dado el carácter antropocéntnco q
orienta el Estado Social de Derecho adoptado por Colombia en m
Constitución Política de 1991; y almismo tiempo desvirtuaría toda función
del tratamiento penitenciario orientado a laresocialización.

La anterior es una de las maneras más razonables de
expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia w/
(declaró exequible la expresión: «previa valoración de la conducta» del
artículo 64 del Código oPenal), en elsentido que alanalizarla procedencia
de la libertad condicional el Juez de Ejecución de Penas deberá:
«establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciano a
partir del comportamiento carcelario del condenado.» (...)

30.3 Corolario de ello, un juicio de ponderación para determinar la
necesidad de continuar con la ejecución de la sanción privativa de la
libertad, debe asignarle un peso importante al proceso de
readaptación y resocialización del interno, sobre aspectos como la
escueta gravedad dela conducta (analizada en fonna individual); pues si
así no fuera, la retribución Justa podría traducirse en decisiones
semejantes a una respuesta de venganza colectiva, que en nada
contribuyen con la reconstrucción del tejido social y anulan la
dignidad del ser humano.

Así ha sido reconocido intemacionalmente, entre otros en las «Reglas
Mínimas para el tratamiento de los reclusos»^, que estableció como
principio lector aplicable al pmceso de los condenados, la necesidad de
que «[e]n eltratamiento no se deberá recalcar elhecho de la exclusión de
los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que
continúan formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo
posible, a la cooperación de organismos de la comunidad que ayuden al
personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación social de los
reclusos...»(...)

30 5 Entenderlo de otra manera, seria tanto como establecer una
prohibición generalizada que no ha sido prevista por el legislador para

/

^Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito yTratamiento del
Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus
resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957y2076 (LXll) de13de mayo de1977.



todos aquellos eventos en los que la conducta se evidencie objetivamente
grave. (...)

Es cierto que en el artículo 68 A, se excluye, entre otros delitos, al
concierto para delinquir agravado, que es una de las conductas por las
cuales se condenó a la irrjplicada. No obstante, elparágrafo 1" de la misma
norma establece:

"Lo dispuesto en el presente artículo no seaplica/^ a la libertad condicional
contemplada enelArt. 64 deeéte Código, ni tampoco para lo dispuesto en
elArt. 38G del presente Código," De igual rñanera, lo consideró laSala de
Casación Penal en auto CSJ AP3439 de 25 de junio de 2014, radicado
41752.

30.6 En ese orden de ideas, entender qfie fe gravedad objetiva de ia
conducta es sinónimo de negación de la libelad condicional,
equivaldría a extender los efectos de una prohibición normativa
especifíca, sobre todos ioscasosque se estimen denotoria gravedad,
sin haber sido asi previsto en la fey; y tal expansión no es compatible
con los derechos fundatneriiales deIps condenados; pues los dejaría sin la
expectativa de quésu árreperitímienio e interés de cambio sean factores a
valorar durante él tratamiéníó penitenciario, erradicando los incentivos y
con ello, el interés éh la resocialización, pues lo único que quedaría, es el
cumplimiento total de la pena ai interior de un establecimiento carcelario.
(...)

33. En esos téminos, ai no estimarse necesaria ia culminación del
cumplimiento de la pena en establecimiento de reclusión, sumado a
que convergen los requisitos establecidos en el artículo 64 del Código
Penal, modifícado por él artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, se revocará
la decisión de primera instancia; y, en su lugar, se concederá la libertad
condicional (...).

Por la anteriores razones no se hace procedente la negativa de la libertad
condicional.

Adicional esto, cumplo con todos los requisitos tanto objetivos como subjetivos
para acceder a este derecho; por lo expuesto ratificó la petición de ia libertad
condicional.

Atentamente

Yair Antonio Serna Valencia

CC
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Cordial saludo,

Se remite correo allegado a ventanilla para lo de su cargo.

JENNIFER PAOLA PINTO

ÁREA DE VENTANILLA

CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS

JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D.C

De: Andrés Córdoba <cordoba477S@gmail.com>

Enulado: viernes, 3 de noviembre de 2023 3:08 p. m.

Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C. <ventanilla2csjepmsbta(a)cendoj.ramajudicial.gov.co>; Juzgado

05 Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.<ejcp05bt@cendoj.ramajud¡cial.gov.co>

Asunto: APELACION NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL

Juzgado 5 Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá

Radicado: 27001 60 00 000 2021 00121

Reciban respetuoso saludo, adjunto remitimos apelación contra el fallo qué le negó la libertad condicional al señor YairAntonio Serna Valencia, para
que sea tramitada por este despacho.
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